Carátula 
(Ingresa a Sala el doctor Delpiazzo) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Damos la bienvenida al doctor Delpiazzo. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Quiero señalar, señor Presidente, que sobre nuestra mesa de trabajo tenemos un anteproyecto sobre el 
cual hemos tenido una conversación primera, donde varios señores Legisladores buscamos algún tipo de punto de vista común 
entre ambas Cámaras y, una segunda conversación, ya más concentrada donde hemos pedido la colaboración al señor 
Representante Martín Ponce de León y al doctor Delpiazzo, a título personal en ambos casos, con el buen ánimo de buscar una 
versión que permitiera un tránsito que nunca será pacífico, pero que por lo menos acercara un punto de vista. 


En función de eso, tenemos sobre la mesa de trabajo -como decía hace un momento- un proyecto de ley que tiene algunos 
elementos presentados en el Senado y otros en la Cámara de Representantes, así como algunas innovaciones. 


Voy a empezar por la última parte, que es el sistema de protección. 


El proyecto de ley que se presentó tiene un primer nivel de protección que refiere estrictamente a lo requerido por las ADPIC, 
aplicable a cualquier ciudadano que no cumpla con la licencia o acuerdo referido a los programas de ordenadores u otras 
creaciones similares por una vía distinta a la de la Ley de Derecho de Autor vigente, o sea, por la de reparar el daño. La ley vigente 
de Derecho de Autor refiere a lo que puede haber ganado por la protección; es una protección mínima. A mi juicio, esto constituye 
una mayor protección al daño causado en lo que refiere a la ganancia y, específicamente está referido a los programas de 
ordenadores y no a la protección del artículo 1% como señala el doctor Delpiazzo y tampoco refiere a las demás situaciones 
establecidas en la Ley de Derecho de Autor. 


Por otro lado, en este proyecto se incorpora un segundo escalón referido no sólo a quienes vendan en forma ilícita esas 
creaciones, sino también a quienes las utilicen comercialmente, por ejemplo un estudio profesional, un comercio, una empresa. O 
sea que no se trata de que las revendan, sino de que se utilicen para algo más que el cometido que le puede dar un estudiante o 
alguien en una casa de familia. 


Asimismo, podemos hablar de un esquema de pena civil que es mayor que la protección que nos piden las ADPIC, y que se fijará 
entre una y cincuenta veces, lo que está tomado del proyecto de ley del Senado. 


Finalmente, se acota la protección penal existente en los casos de que la infracción sea cometida no sólo con dolo sino en escala 
comercial. En este caso, sí, en la redacción que trae el anteproyecto sería de carácter general, o sea que el delito se cometería si 
se cumple con el precepto que piden las ADPIC, es decir, que sea una infracción a escala comercial. 


En consecuencia, la Comisión puede hacerlo así y tiene la ventaja que tienen todos los sistemas de Derecho de Autor, o puede 
referirlo a las creaciones del artículo 1%. Sería el único punto hasta donde -entiendo yo- se podría decir que hay otro Derecho de 
Autor, salvo el de estas creaciones, que refiere exclusivamente a la tipificación penal. En realidad está poniendo lo mismo que 
reclaman las ADPIC, y que refiere a aquello que se hace a escala comercial; no está dando protección penal a quien no lo haga a 
título comercial. 


Por otro lado, en este proyecto podrán observar que en el artículo 1% con la ayuda de algunos Legisladores se logra una 
formulación y se incorpora un tercer inciso -seguramente el doctor Delpiazzo lo podrá explicar mejor- que pretende ampliar todo 
esto. 


El artículo 2? ya estaba en conocimiento y figuraba en el proyecto del Senado, mientras que los artículos 3%, 4* y 5%, con algunos 
cambios, básicamente, son los de la Cámara de Representantes y refieren a la titularidad de programas por autores, productores, 
etcétera. 


Por otro lado, tenemos un artículo 6% nuevo que básicamente es una adaptación del viejo artículo 8% de la Cámara de 
Representantes que refiere a que la regulación es por el principio de la autonomía de la voluntad, pero también tiene una nota o 
acotación referida a cuando realmente se configura la infracción, o sea, cuando se da un uso no simultáneo. 


Seguidamente, se incorpora un artículo 7* que sustituye otras disposiciones de la Cámara de Representantes, pero que hace una 
referencia, sentando una observación hecha por el doctor Delpiazzo, en cuanto a no tener un régimen distinto en materia de 
competencia leal y de derechos del consumidor. 


A su vez, los artículos 8*, 9%, 10 y 11 refieren a lo que ya hablamos. 


Esto era cuanto teníamos para señalar. Tengo la impresión de que con el señor Representante Ponce de León ya hemos terminado 
este análisis, por lo que me gustaría escuchar una presentación más afinada por parte del doctor Delpiazzo. 


SEÑOR DELPIAZZO.- Señor Presidente: el señor Senador Atchugarry ha realizado una presentación del anteproyecto de ley que 
ahora se titula de "Creaciones Informáticas" porque no refiere solamente a soportes lógicos y, además, se amplía la base del 
artículo 1%. Es una propuesta, de alguna forma sustitutiva del proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes el 10 de 
octubre de 2000 y sobre la cual esta Comisión me dio la oportunidad de opinar en el pasado mes de marzo. En ese momento no 
sólo expuse algún punto de vista personal, sino que además dejé a disposición de la Comisión las normas de los países de la 
región y un informe del Instituto de Derecho Informático de la Facultad de Derecho, básicamente crítico de algunos aspectos 
técnicos de esa formulación aprobada por la Cámara de Representantes. 


Con posterioridad, efectivamente me consta que ha habido trabajos de esta Comisión porque he tenido llamados y he sabido de 
consultas. Además, he sido distinguido por algunos de los señores Senadores de la Comisión con requerimientos de opiniones, 


ayudas, borradores o sugerencias que, como destacó el señor Senador Atchugarry, he aportado a título personal con mucho gusto. 


Sobre esta última versión que se ha confeccionado, tampoco ha existido el tiempo para conversarlo con los colegas del Instituto de 
Derecho Informático ni ha sido tratado por la Cámara Uruguaya de Software, aunque sí lo he puesto en su conocimiento en el día 
de ayer. 


Esta iniciativa, proyecto o borrador sustitutivo mejora muchos de los problemas que en oportunidad de la visita en el mes de abril 
había señalado a título personal y en nombre del Instituto de Derecho Informático. 


En primer lugar, el artículo 1* elimina lo que para nosotros era una dificultad muy seria en orden a la definición de soporte lógico, 
por ser una definición que no se correspondía con ninguna de las que exhibe el Derecho Comparado ni los organismos 
internacionales especializados y por generar alguna confusión entre el programa de computadora y la base de datos, 
tradicionalmente considerados bienes informáticos distintos y separados. En ese sentido, este anteproyecto opta por no definir los 
programas de computadora ni las bases de datos, sino que simplemente señala cómo son protegidos, conforme a lo que establece 
el ADPIC, y esta es una tendencia amplísimamente mayoritaria en el Derecho Comparado, considerándose como obra literaria y 
sometidos, por lo tanto, a la protección de tales. 


De todas maneras, a los efectos de cubrir las inquietudes que se habían planteado en la Cámara de Representantes y por parte de 
algunas empresas especializadas del sector y con la finalidad también de cubrir otras manifestaciones del soporte lógico que no 
son el programa de ordenador -el concepto de soporte lógico es más amplio que el de programa de ordenador-, se estructuró el 
inciso tercero que, en realidad, recoge parte de la definición del proyecto de la Cámara de Representantes, pero para referirlo como 
sustantivo y no como definición de soporte lógico, de forma tal que en estas expresiones de ideas, informaciones y algoritmos, en 
tanto fueron formulados en secuencia ordenada y en forma apropiada, para ser usados por un dispositivo de procesamiento de 
información o de control automático, queden englobados los otros componentes del soporte lógico que no son programas 
propiamente dichos y también otras creaciones informáticas, como la base de conocimientos. 


Actualmente en la industria informática nacional es común que se elaboren sistemas expertos o, aun sin llegar al estadio de 
sistemas expertos, se desarrollen programas de computadora que tienen una experiencia acumulada susceptible de ser 
interpretada por la máquina y de generar consecuencias. Estas se denominan bases de conocimiento, una de las cuales es, por 
ejemplo, Genexus, un muy conocido producto de la industria informática nacional que tiene componentes de programas y también 
bases de conocimiento, es decir, experiencias acumuladas por los técnicos secuenciadas de una forma susceptible de ser 
interpretadas por la máquina, las que permiten, por ejemplo, programar más rápido e, incluso, la programación de un modo 
automático o industrial. En definitiva, lo que se pretendió mediante esta última frase fue superar las dificultades de llegar a una 
definición de soporte lógico y, a la vez, dar cobertura dentro de la protección legal, a todas estas creaciones, que no son 
estrictamente bases de datos ni programas de computadora. Por esta misma razón, el proyecto resulta más abarcativo, puesto que 
ya no refiere sólo al soporte lógico, sino que también contempla otras creaciones. 


A su vez, los artículos 3% y 4* se relacionan con dos reivindicaciones sentidas por el sector informático, como son las que tienen que 
ver con el rol del productor en las creaciones y con el trabajo realizado en materia de creaciones informáticas. 


Por otra parte, en el proyecto de la Cámara de Representantes se elimina un artículo -esta es, de alguna manera, una objeción, un 
punto que en su momento hablamos con el señor Senador Atchugarry-, a lo cual me referí cuando vine en el mes de marzo, que 
también era una necesidad sentida por el sector, y que son las creaciones por encargo. En la práctica existen litigios referidos a la 
obra por encargo, por lo cual se necesita contar con una presunción legal porque muchas veces los temas probatorios son muy 
arduos. Inclusive, el doctor Juan Andrés Ramírez, que concurrió a la Comisión el mismo día que lo hice yo, manifestó que esa tarde 
tenía una audiencia en un Juzgado Letrado en la cual se discutiría sobre una obra por encargo. De manera que sería bueno que 
este artículo se reincorporara, si no hubiera objeciones. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- De la lectura de los artículos 3%, 4% y 5% se advierte que se está apuntando a que quien hace de la 
informática su medio de vida sea el receptor de los derechos; por este motivo, se habla de productor respecto al autor y de 
productor respecto a la relación de trabajo. 


La reflexión que un integrante de la Cámara de Representantes me comunicó a propósito del artículo que no está, es que el caso 
podía darse a la inversa, es decir, que el derecho sobre el software quedara ya no en la empresa especializada contratada para 
hacerlo, sino en otro aspecto. Por ejemplo, cuando el señor Henderson, de Tienda Inglesa, encarga un programa para su sistema 
en línea, más allá de que indudablemente el programa concreto es de Henderson, ¿es bueno que la metodología y el armado los 
tenga este señor, que no se dedica a la computación o que los conserve la empresa que los hizo? 


Frente a esta duda, se planteó sacarlo, no por no apoyar esa solución, sino todo lo contrario. En realidad, no hay un obstáculo 
fundamental. Simplemente, quise aclarar la razón por la que ya no figura el artículo, es decir, para estar en la misma línea de los 
anteriores y que quien se dedica profesionalmente a esta actividad conserve los derechos. Si establecemos una presunción, estos 
aspectos resultan más claros. 


Hice este relato porque quizá el doctor Delpiazzo quiera hacernos llegar alguna redacción que supere ambos problemas. 


SEÑOR DELPIAZZO.- En rigor, de lo que se trata en la norma legal es de establecer un criterio abstracto presuncional, del que 
luego las partes podrían apartarse contractualmente, tal como se consagra en las demás normas. 


Lo que ocurre es que en la práctica este tema se plantea, no en relación a quién es el titular moral de la creación, sino en función 
de la postura de superioridad o de inferioridad de las partes. Aun cuando el comitente pueda ser una empresa importante, como la 
que mencionó el señor Senador Atchugarry, muchas veces en la materia informática el verdadero dueño de la situación -aun 
cuando se contrata- es el técnico o la empresa informática, porque es la que tiene el expertiz. Entonces, se establece una 
presunción a favor de la que se considera la parte más débil, que es la que no tiene el expertiz informático y que requiere de un 
resultado que, si bien sabe cuál es, ignora cómo obtenerlo. 


De manera que no se trata de desmerecer los derechos morales del creador, sino de que si no pacta en ejercicio de la autonomía 
de la voluntad -que el proyecto de ley procura respetar- exista un principio que no coloque en inferioridad de condiciones a quien lo 
está en la práctica, que es el que no posee el expertiz informático. Esa es la realidad. 


Otro aspecto en el cual este borrador da un paso adelante muy positivo, es la eliminación de la norma que establecía la 
discriminación del software educativo. Ya me he referido en tono crítico a este punto, por lo cual ahora no puedo sino expresar mi 
complacencia porque haya sido eliminado. 


Otro tanto ocurre en relación al capítulo "De garantías a los usuarios" que generaba una verdadera distorsión en orden a la 
aplicación futura de las normas de protección de la propiedad intelectual sobre las creaciones informáticas, en relación a las 
normas de protección del consumidor o de relaciones de consumo. De todas maneras, el artículo 7” deja claro -no era necesario 
este artículo pero puede tener un efecto, llamémosle, pedagógico- que los derechos del consumidor y los principios de competencia 
no resultan alterados por esta norma legislativa posterior que remite a las disposiciones citadas en el mismo artículo. 


Luego viene la normativa referida a la parte de protección, y tenemos dos posibles enfoques para abordarla: uno, el estrictamente 
jurídico y, otro -como bien señaló el señor Senador Atchugarry-, el de política legislativa, es decir, qué es lo que el Legislador 
nacional entiende que debe ser la protección de la propiedad intelectual en general y de sus especies en particular. 


Desde el punto de vista jurídico, este proyecto, con matices que mejoran técnicamente la redacción, se inscribe en la línea del 
proyecto aprobado por la Cámara de Representantes, conforme al cual se prevé una protección diferente a la ordinaria; y, en lo 
penal, de segundo rango o de menor grado o intensidad en la protección. En su momento, este punto fue objeto de críticas, 
inclusive de mi parte, a través de un memorándum en el cual hacía referencia a lo negativo que podía tener la consideración de los 
bienes del intelecto vinculados al mundo de la informática como creaciones intelectuales de segunda categoría o nivel.. 


Desde el punto de vista penal, este proyecto elimina la discriminación, porque establece una norma de carácter general. Para 
decirlo de modo gráfico, empareja hacia abajo. El criterio vigente, que es el que viene de la Ley del Libro -que modificó la vieja Ley 
Haedo-, hace susceptible de sanción penal a toda forma de reproducción ilícita de cualquier creación del intelecto. 


Esta norma limita la protección penal a los casos en los cuales se procede con dolo -es decir, con intención de dañar- y a escala 
comercial. De modo que quien promueva una acción penal no sólo deberá acreditar la reproducción ilícita, sino también el 
comportamiento subjetivo doloso de la gente y la escala comercial con la que ha procedido. 


Si cotejamos esta normativa proyectada con las disposiciones de rango internacional contenidas, por ejemplo, en el ADPIC, en el 
Acuerdo de Marrakesh, sobre los aspectos de la propiedad intelectual vinculados al comercio, es probable que este régimen 
protector no lo vulnere, porque la normativa internacional establece mínimos. Ahora bien; hay que tener en cuenta que nuestra 
legislación nacional tiene estándares de protección superiores a los establecidos con carácter general por el ADPIC., y son esos los 
que se desmantelan. 


Me parece que si miramos este tema con relación a los Acuerdos de Marrakesh únicamente, en realidad estaremos teniendo, no 
diría una visión parcial, pero sí cotejando la normativa tratando de ver si, en caso de sancionarse un proyecto de este tipo, el 
Uruguay violaría o no compromisos internacionales. Considero que es probable que no. En cambio, si lo miramos con respecto a la 
legislación nacional, tanto los autores de libros, como los editores, los creadores de fonogramas, de videogramas, etcétera, y -por 
cierto- los generadores de creaciones informáticas -que hoy tienen la protección derivada de la Ley Haedo y de las modificaciones 
de la Ley del Libro- van a tener un régimen protector de menor rango, en tanto y en cuanto se despenalizan una serie de 
comportamientos a los que la Ley Haedo llama de reproducción ilícita. En la medida que no sean dolosos y a escala comercial, no 
quedan incorporados en el nuevo borrador. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Creo que, en lo que tiene que ver con lo doloso, los delitos se castigan, por culpas, sólo a texto expreso. 
No sé si actualmente se castiga por mera culpa. A mi juicio, creo que figura el término doloso porque está copiado del ADPIC; en 
realidad, si no estuviera presente dicha palabra, sería lo mismo. 


Quería realizar algunos comentarios. Pienso que quedó claro que se cumple con los ADPIC. También me gustaría considerar esto 
sobre la base de si se incorpora una pena cívica en este caso. Me parece que la estructura del proyecto es reservar el área penal 
para quien efectivamente se dedica a violar a escala comercial y no simplemente a un padre de familia, salvo que haya un delito 
porque no pagó la licencia o hizo mal uso de ella. Creo que ni siquiera es lo que los interesados desean realizar. Pero se le agregó 
algo que antes no estaba y que es la pena cívica. Con respecto a esto no le voy a pedir una opinión porque es algo que debemos 
tener los Legisladores pero, a mi juicio, la variación en las normas penales, al habilitarlas a la escala comercial, hay que hacerla 
teniendo en cuenta el contexto, porque aun aquellos que no lo hagan a escala comercial, serían susceptibles de obtener una 
ganancia muy importante. Con respecto a este último punto, quisiera que nos ilustrara acerca de cómo funciona la pena civil y en 
qué casos se aplica. 


SEÑOR DELPIAZZO.- En rigor, me consta que lo que se ha conversado con integrantes de la Cámara de Representantes es, 
precisamente, establecer una suerte de progresión, es decir, que haya un nivel de protección civil mínimo; luego, uno más 
importante para aquel que realice lo que la ley hoy llama reproducción ilícita, ya sea en su empresa, oficina, estudio contable o lo 
que fuere; y, por último recién aparece la represión penal sólo para el que actúa a escala comercial. 


Dado que el señor Senador Atchugarry me pide una opinión, simplemente agregaría una reflexión en la misma línea en que lo hice 
en mi anterior comparecencia a la Comisión. Me parece que no debemos mirar solamente lo que dicen los artículos, sino atender 
también a lo que es el régimen represivo regional, porque, realmente, la industria informática es muy sensible y si en nuestro país 
el régimen de protección frente a la reproducción ilícita se debilita, cabe la posibilidad que aun empresas nacionales pasen a 
producir y desarrollar su actividad en Brasil o en Argentina, que reprimen penalmente con mayor severidad. 


No olviden que cada vez que se viola un derecho de autor, en definitiva, se está ocasionando un daño de tipo económico, a veces 
mensurable y otras no tanto, a una empresa que mide ese riesgo en términos -también- de su localización. La prueba está en que 
las empresas de mayor porte en el área informática en nuestro país actualmente se están instalando en otros de la región, en 
donde alcanzan protecciones patentarias que aquí no tienen y donde existe la posibilidad de una represión más efectiva aun 


cuando, por ejemplo, la Cámara Uruguaya de Software ha realizado una labor de concientización y de difusión de la normativa, 
tendiente a hacer efectivo todo su alcance. Por ejemplo, el mes que viene se va a dictar un curso con expertos nacionales e 
internacionales, destinado a Fiscales, y en el mes de setiembre, en coordinación con el CEJU, para los Jueces. Con esto se 
procura lograr eficacia en la aplicación de las normas existentes y tener la mejor performance desde el punto de vista tuitivo. Si las 
normas se modifican, evidentemente, ese nivel de defensas va a bajar y esto puede traer consecuencias. Los señores Senadores 
pueden cotejar esto con las disposiciones de Brasil y Argentina, que dejé a disposición de la Comisión en el mes de marzo. 


En síntesis, estas son las consideraciones que podría hacer. Desde el punto de vista técnico, este borrador en el que hemos 
participado -y no lo decimos porque hayamos participado- es mejor que el texto aprobado por la Cámara de Representantes. 


Por su parte, desde una óptica de política legislativa, conviene poner cuidado en el tema de la protección penal, en tanto se la 
disminuye para las creaciones informáticas, con extensión general para todas las creaciones del intelecto, es decir, para todos los 
bienes alcanzados por el artículo 5* de la ley vigente de Derechos de Autor y sus complementarias. 


SEÑORA POU.- Más allá de agradecer al doctor Delpiazzo su claridad y su precisión de lenguaje -envidiables en temas tan 
complicados como estos-, quiero decir que esta Comisión ha trabajado duramente, dentro y fuera de ella, porque somos 
conscientes de lo que tenemos entre manos, ya que no sólo afecta temas jurídicos que tienen relación con compromisos 
internacionales aceptados por el país, sino también a las preferencias arancelarias que, en el caso de los Estados Unidos, no dejan 
de ser importantes. He pedido las cifras y pude percibir que este año podríamos llegar a exportar U$S 110:000.000, o sea, un 29% 
más que el año pasado, pero la GLSP realmente nos está mirando y no con buenos ojos. 


Por estas razones, quisiera saber si el artículo 11 no se desenmarca del ADPIC, pero toma una distancia desventajosa -si se puede 
usar este término- de lo que ha sido la protección que hasta ahora teníamos a través de la Ley Haedo. 


SEÑOR DELPIAZZO.- Como la Ley Haedo fue modificada posteriormente, la comparación hay que hacerla entre el artículo 11 y el 
46 de esa norma, que fue sustituido por la Ley del Libro, que es la Ley N* 15.913 y que después tuvo, también, algún retoque. 
Básicamente, esa es la norma que, ampliamente, reprime con penas de tres meses de prisión a tres años de penitenciaría al que 
edite, venda, reproduzca o hiciera reproducir por cualquier medio o instrumento, total o parcialmente, una obra inédita o publicada 
sin autorización escrita de su autor o causahabiente o de su adquirente a cualquier título, o le atribuya autor distinto. Quiere decir 
que es una frase muy abarcativa con respecto a la figura que en el artículo 11 queda limitada a quienes realicen estos 
comportamientos, pero a escala comercial. 


SEÑORA POU..- Al agregar, en el artículo 11, luego de "los derechos de autor", "de las creaciones del artículo 1%", más allá de que 
después discutiremos el nivel de protección, ¿estamos confinando el concepto estrictamente a los programas de ordenador, bases 
de datos, etcétera? 


SEÑOR DELPIAZZO.- En la parte de régimen reparatorio de orden civil o no penal, tanto el artículo 8% como el 9* refieren a las 
creaciones del artículo 1%. Quiere decir que sería un régimen de protección civil, propio y específico de estas creaciones 
informáticas, diferente al de las demás creaciones del intelecto. Por su parte, el artículo 10, aunque no refiere a las creaciones del 
artículo 1%, a mi juicio, es evidente que sólo alude a ellas por el modo como se encadenan las disposiciones 9” y 10. 

SEÑOR ATCHUGARRY.- No habría problema en aclararlo. 


SEÑORA POU.- Simplemente, no podemos comprometernos a que esta sea la última vez que llamemos al doctor Delpiazzo, pero 
lo cierto es que cada vez que viene arroja luz sobre los temas a estudio de esta Comisión. 


SEÑOR DELPIAZZO.- Estoy a las órdenes, aunque mi presencia no sirva para aclarar todos los puntos que se puedan plantear y 
aunque no haya versión taquigráfica, como pueden dar cuenta los señores Senadores. 


SEÑORA ARISMEND!I.- La versión taquigráfica tiene importancia para que los señores Senadores que tuvieron que retirarse más 
temprano, puedan después leer la exposición del doctor Delpiazzo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos para considerar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 13.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


